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Presentación

Como parte de los festejos por el aniversario
veinticinco de la Universidad Iberoamericana
Laguna y con la intención de consolidar los fru-
tos de la revista  Acequias, hemos decidido pu-
blicar una colección que dé cuenta de la pro-
ducción más fresca de los laguneros que, por
diversos motivos, pero no por un déficit de lu-
cidez ciertamente, mantienen inédita su obra.
A la colección la hemos denominado «El pays
de La Laguna», nombre corriente en escritos del
siglo XVIII con el cual se aludía a la comarca
lagunera. Esta colección pretende ser cauce para
la primera publicación de escritores nacidos o
radicados en alguno de los dieciséis municipios
comarcanos. Cada trabajo que se publique ten-
drá el respaldo del dictamen de un Consejo
Asesor integrado por escritores con una vasta
trayectoria en las letras.

***
El primer número de la colección es un tex-

to escrito por Alejandro Cárdenas López. Su
tema: la transparencia gubernamental. Se trata
de una cuestión de primer orden en la agenda
de las democracias avanzadas y, desde luego,
crucial para la consolidación de una democra-
cia participativa e institucionalmente garanti-
zada cuyos cimientos, en México, apenas se
construyen.

Con la sencillez propia de quien tiene un
manejo preciso y claro del tema, Cárdenas Ló-
pez ofrece en su escrito la posibilidad de acer-



4

carnos al asunto de la transparencia de un
modo, asaz didáctico, que permite al lector di-
bujar una idea completa de la párvula experien-
cia que en materia de rendición de cuentas, ac-
ceso a la información y lucha contra la corrup-
ción y opacidad gubernamental se tiene en
México.

En última instancia, el acceso a la informa-
ción y la transparencia gubernamental son ele-
mentos que favorecen un desempeño más efi-
ciente de los gobernantes y con ello se fortalece
la gobernabilidad. Un modo de contribuir ciu-
dadano al actuar de los gobiernos es arrojar luz
sobre las decisiones que los proclives a la opa-
cidad preferirían hacer arropados por la noche
de la discrecionalidad. Por ello, acceder a la in-
formación gubernamental es adentrarse a la
información pública, la que a todo ciudadano
compete y, en ese sentido, ocuparse de la polis,
de la política. Y a la política se le puede aplicar
el verso que cita Alejandro Cárdenas del poeta
Xavier Villaurrutia:

Se necesita luz en esta alcoba/ Se necesita luz/ por-
que nunca los dientes de la loba/hieren en plena luz.

José Édgar Salinas Uribe
Director de Acequias
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Frecuentemente se ha descrito la manera en que un
hombre ve despertar el alba, avanzar la luz, el sol
alzarse en su majestad. Semejante descripción pon-
drá de manifiesto el pasmo, la sorpresa, el abandono
de si mismo ante la luminosidad externa. Pero cuan-
do el sol haya estado por algún tiempo en el firma-
mento la admiración disminuirá. Entonces la mira-
da se dirigirá hacia la naturaleza y hacia sí mismo.
El hombre contemplará su propia luz pasará a to-
mar conciencia de si mismo…

G.W. F. Hegel, Lecciones Sobre Filosofía de la
Historia, Alianza Editorial, Madrid, 1985

Revelar u ocultar pensamientos o información se usa
para hacer selecciones y, por tanto, reducir la com-
plejidad (…) la decisión es un proceso de selección
que elimina posibilidades…

MIGUEL ÁNGEL VITE PÉREZ, (Doctor en So-
ciología), Revista Etcétera, n. 278, 1998.
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1.-Várices en la democracia
Finalmente la hija termina su tesis de doctora-
do en psicoterapia familiar, se ha titulado en
uno de los grados más altos de estudios, lo cual
para sus padres fue un orgullo, por ello hacen
la gran fiesta para conmemorar el suceso y pro-
mover su logro. Pero al empezar a leer la tesis,
encuentran que la hija menciona que su padre
era alcohólico y golpea a la madre, que su her-
mana era drogadicta e intento suicidarse varias
veces y que su hermano sufría de depresión
porque siempre quiso estudiar música y lo obli-
garon a ser abogado. Entonces no gustó a su
familia la tesis de su hija, y algunos hasta la ta-
charon de malagradecida. ¿Debió haber hecho
una tesis con información falsa y ocultar la rea-
lidad?

Esta historia es una de las formas más sen-
cillas de entender cuando una democracia em-
pieza a madurar y a ser evaluada por la socie-
dad a través de  instituciones nuevas nacidas
en el actual sistema político, que encuentran
fallas y deficiencias. Las várices se crean en el
cuerpo humano cuando no corre bien la sangre
por las venas, es decir se acumula la sangre. Lo
mismo sucede en una sociedad donde no fluye
la diversidad de opinión, el cumplimiento de
la ley, ni el fortalecimiento de las instituciones.

La democracia no puede ser resultado de un
compromiso sustantivo, pero sí de uno institu-
cional, dijo recientemente Dong Nguyen Huu,
asesor de gobernabilidad del Programa de Na-
ciones Unidas para el Desarrollo en México. Es
decir, la democracia es posible cuando las fuer-
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zas políticas encuentran instituciones que ga-
rantizan que sus intereses no se afectarán de
manera adversa por actores influyentes.

A raíz de las elecciones en Coahuila en el
2005 y las federales en el 2006 se han realizado
en el país foros sociales, económicos y políticos
que apuntan muy bien al análisis y necesida-
des para entender las causas de esa patología
social.1 Estas necesidades parten de una radio-
grafía del país, que mucho refleja lo que suce-
de localmente, en especial en la necesidad de
crear acuerdos básicos para consolidar la de-
mocracia, es decir, consensos mínimos a través
de procesos plurales e incluyentes.2 En este do-
cumento abordaremos el tema de Coahuila, un
estado que madura en transición.3

En la punta del iceberg se ven claramente
los rasgos de una sociedad con várices, donde
no fluye el líquido vital de la inclusión social:
delincuencia, discriminación, tráfico de influen-
cias, corrupción, marginación, servicios de sa-
lud deficientes, educación sin recursos, tortura
y racismo, entre otros.

Estas palabras con talante negativo se ven
todos los días y las consecuencias las viven mi-
llones los ciudadanos mexicanos y coahuilen-
ses: niños que son escupidos a la calle y dejan
la escuela para mantener a su familia; delitos
con índices muy bajos de justicia; uso del am-
paro para favorecer a quien puede pagar a un
buen abogado o para corromper a los jueces;
transacciones millonarias de funcionarios de
gobierno a escondidas para negocios particu-
lares; multinacionales que arrasan con la eco-
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nomía local y afectan dueños de videos, tien-
das y locales; migrantes que recorren el norte
del país bajando y subiendo de los trenes y es-
condiéndose de la autoridad; viudas mantienen
a su familia porque el padre falleció en un acci-
dente vial por una carretera en malas condicio-
nes; ciudadanos que de un día para otro se en-
cuentran con que subió más de 30% el pago del
predial sin explicación alguna; terrenos fértiles
para el comercio desaprovechados por las am-
biciones del dueño a quien no le llegan al pre-
cio; tiendas donde aún no pagan efectivo por la
devolución de un producto; campesinos que
dejan su tierra y se vuelven obreros en las fá-
bricas de la ciudad con salarios muy bajos; ciu-
dades donde a pesar de la denuncia expresa de
los medios y los ciudadanos, los gobernantes
inculpados no renuncian; personas con necesi-
dad de mejorar su vida personal y con miedo a
preguntar a las entidades públicas; grupos de
empresarios y políticos que trafican con el des-
tino de los recursos y acomodan a hijos y sobri-
nos en puestos clave (preguntemos a quienes
han trabajado por años en la misma entidad
pública y sólo los ven llegar, dar órdenes, des-
ordenar e irse); y, en fin, una cultura donde la
ciudadanía confía menos que en partidos polí-
ticos, diputados y senadores que en cualquier
otra institución.

Podemos enumerar muchas otras pequeñas
asimetrías de la realidad, hechos que se expli-
can en términos de relación sociedad gobierno.
El historiador mexicano Lorenzo Meyer lo re-
sume a cinco puntos al hablar sobre el cambio
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de gobierno en el año 2000: la desigualdad en
la distribución de los ingresos persiste y se
ahonda, el modelo económico sigue siendo el
mismo, la economía no recuperó dinamismo y
el subempleo y la economía informal se man-
tienen sin cambio, y la corrupción del pasado
no fue en verdad castigada.4 Pero su visión tam-
bién habla de ganancias sustantivas: la institu-
cionalización de la división de poderes, la plu-
ralidad de las fuentes de poder y el acceso a la
información pública.5

Pero se pueden enumerar más causas, entre
ellas los lastres del presidencialismo autorita-
rio que vivió México, la incapacidad de los po-
líticos para construir acuerdos, un afán de par-
tidismo militante y poca capacidad de reacción
a problemas de gobernabilidad desde la pers-
pectiva técnica y mecánica.

2. El libre acceso a la información pública
Una de las la principales virtudes de la demo-
cracia es que permite cambiar de gobernantes
sin violencia, además ofrece esa posibilidad en
plazos cortos y previamente establecidos. Pero
por sí sola no garantiza a los electores imponer
sus necesidades y deseos, es decir, que el Esta-
do actúe como representante de los goberna-
dos, en lugar de dejarse llevar por intereses pro-
pios, o por fines distintos de los que desean sus
electores y actuar, entonces, como dictadores de
corto tiempo.

Ante el panorama mencionado en el capítu-
lo anterior, una parte de la solución de este pro-
blema supone el establecimiento de diversos
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mecanismos que configuran la llamada rendi-
ción de cuentas, es decir, cuando los servidores
públicos en turno se abren a la inspección pú-
blica, a explicar y justificar sus actos y supedi-
tarse a las sanciones en caso de incurrir en falta
o ilegalidad. Mejor aún, si lo ven como una for-
ma de autolegitimarse en vez de ofuscarse por
el miedo a perder el poder. Por eso, los gobier-
nos democráticos ponen en marcha institucio-
nes, procedimientos y leyes que van desde la
implementación de contralorías administrativas
hasta la corrección por parte de otro poder, el
judicial o el legislativo, la remoción de los go-
bernantes mediante el voto y el acceso a la in-
formación.

Durante los años noventa la discusión en
México giró en torno al establecimiento de las
reglas claras para el acceso al Poder.6 Después
de un proceso largo entre diversos actores so-
ciales y políticos se establecieron acuerdos mí-
nimos para el desarrollo de elecciones con es-
tándares que permiten dar certeza a la socie-
dad. Una vez que estas reglas de acceso al po-
der estuvieron claras, aunque con asignaturas
pendientes,7 la discusión se centró en los meca-
nismos, políticas y leyes para el ejercicio del po-
der. Y una vez que la certeza de ese juego legí-
timo electoral permitió la llegada al gobierno
de distintos partidos políticos, se tenía que es-
tablecer inmediatamente las reglas políticas y
leyes para la acción de gobierno. Así las cosas,
podemos definir el acceso a la información
como la posibilidad de que las personas conoz-
can del gobierno, ya sea por morbo de saber



12

cuánto ganan, para resolver necesidades dia-
rias, o para participar en los asuntos públicos.

El libre acceso a la información no es el equi-
valente a la «publicidad oficial» (de las oficinas
de comunicación social); es un derecho que
cualquier persona puede utilizar y el Estado es
quien decide qué información da a conocer a la
ciudadanía, pero basados en leyes que los re-
gulan. Para entenderlo en términos prácticos,
el libre acceso a la información incluye tener en
sus manos expedientes públicos, minutas de
reuniones, correspondencia, dictámenes técni-
cos, estudios científicos o cualquier documen-
tación financiada por los presupuestos públi-
cos. También abarca la información sobre polí-
ticas, programas, planes y proyectos; la infor-
mación sobre las diversas instancias de toma
de decisiones, las oportunidades para efectuar
comentarios orales o escritos, las opiniones pro-
venientes del público y de organizaciones téc-
nicas. Incluye el derecho de elegir la documen-
tación a partir del momento de su existencia
como parte de un expediente. Es decir, permite
a cualquier persona elegir el documento de su
interés sin presentar una debida justificación.
La mera solicitud es razón para el otorgamien-
to de la información.

Históricamente es un derecho añejo, la pri-
mera ley formal de acceso a la Información fue
la Freedom of Press And The Right of Access To
Public Records Act (Ley para la Libertad de Pren-
sa y del Derecho de Acceso a las Actas Públi-
cas) aprobada en Suecia en 1766, diez años an-
tes de la independencia de los Estados Unidos
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y trece antes de la revolución francesa. Sería
muy difícil aceptar que esta ley haya fraguado
sola el milagro del desarrollo económico y el
tipo de Estado ejemplar y de baja corrupción
como Suecia. Lo que sí se puede decir es que
ninguno de los dos fenómenos fue indiferente
a la acción de aquella, originaria, Ley de Acce-
so.8 Quizás por eso, el resto del mundo pudo
darse cuenta del avance sueco, aunque la idea
del acceso irrestricto a los documentos públi-
cos tardaría en cobrar toda su fuerza hasta dos
siglos después, en la vecina Finlandia (1951),
en Estados Unidos (1966) y en Dinamarca
(1970), para volverse luego parte de la oleada
democratizadora en los últimos cinco años del
siglo XX, breve periodo en el cual más de 40
países del mundo, incluido México, tomaron su
ejemplo e instituyeron sus propias leyes de ac-
ceso a la información.

Hace veinte años tan sólo diez naciones con-
taban con leyes que garantizaban a sus ciuda-
danos el derecho de acceder a información pú-
blica y gubernamental. Desde entonces a la fe-
cha cincuenta y dos naciones más han aproba-
do leyes de acceso a la información, lo cual, para
2005 arrojó un total de sesenta y dos países con
leyes de este tipo.

La realidad en nuestro país no ha sido dis-
tinta. El derecho a la información se consagró
en nuestra Constitución Política desde 1977, sin
embargo hasta 25 años después, en junio de
2002, se promulgó la Ley Federal de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública Gu-
bernamental. Así se llenó un vacío legislativo
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que existía y se atendió el reclamo social de ga-
rantizar un ejercicio de Estado transparente, su-
jeto a la supervisión de la ciudadanía, abierto a
la rendición de cuentas de los poderes públi-
cos, en el que los asuntos del gobierno sean efec-
tivamente públicos.

A partir de la Ley Federal, se publicaron 28
leyes en la materia correspondientes a los esta-
dos de Aguascalientes, Baja California, Baja
California Sur, Campeche, Chihuahua, Coahui-
la, Colima, Distrito Federal, Durango, Gua-
najuato, Guerrero, Jalisco, México, Michoacán,
Morelos, Nayarit, Nuevo León, Puebla, Queré-
taro, Quintana Roo, San Luís Potosí, Sinaloa,
Sonora, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz, Yuca-
tán y  Zacatecas. Esto ha favorecido la transpa-
rencia sin importar el ámbito al que pertenez-
can, ya sea municipal, estatal o federal.

No basta la sola promulgación de leyes en
esta materia para que el acceso a la informa-
ción se haga realidad se necesita que las leyes
cuenten con ciertas características para ser úti-
les en mejor la calidad de la democracia, entre
las que se incluyen:9

a) Reconocimiento de que la información es
de las personas no de los funcionarios, quienes
sólo custodian la información que es propiedad
de la sociedad.

b) No expresión de causa para acceder a la
información: Cualquier persona puede acceder
a la información sin necesidad de expresar in-
terés jurídico ni tampoco justificar para qué se
quiere la información.
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c) Mecanismos prontos, sencillos e informa-
les: Las leyes deben ser utilizadas por las per-
sonas sin necesidad de un especialista en dere-
cho o un abogado.

d) Presunción de información pública: Las
leyes de acceso a la información y de ser posi-
ble las constituciones deberán establecer que
toda la información en poder de las entidades
públicas es pública, salvo las excepciones que
por razones de interés público, y que para no
poner el riesgo la capacidad de estado, se suje-
tan a una excepción temporal de reserva.

e) Órgano garante independiente: Para ga-
rantizar el acceso a la información se debe crear
un organismo público independiente y autóno-
mo con el que se identifique el ciudadano y se
encargue de dirimir las controversias entre los
particulares y las entidades públicas, así como
de generar una cultura de la transparencia.

f) Instrumentos de rendición de cuentas efec-
tivos: Las leyes de acceso a la información de-
ben incluir un capitulado de sanciones para
aquellos servidores público que incumplan, y
preferentemente deben ser impuestas por el
órgano garante.

3. Toma de decisiones y responsabilidad
Las leyes de acceso a la información surgen en
gran medida de las viejas batallas por el dere-
cho a participar en la toma de las decisiones
públicas. En el pasado la mayoría de los gobier-
nos concentraban considerable autoridad legal
y militar pero no contaban con la inmensa can-
tidad de información que manejan hoy.
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Una práctica estatal que no es abierta corre
el riesgo de que sus decisiones no sean someti-
das a una crítica a tiempo. Por ello no es casual
que Emmanuel Kant señalara que son injustas
todas las acciones que se refieren al derecho de
otros hombres cuyos principios no soportan ser
publicados.10Aunado a lo anterior, el derecho a
la información impacta positivamente en las
distintas esferas de lo público: la economía, la
política y la administración pública.

En el ámbito económico, la transparencia
genera un clima de inversión más confiable al
permitir a los actores económicos calcular dón-
de y cuándo podrán invertir con mayor seguri-
dad. No es casual que los mercados financieros
vivan y mueran con base en la información.11

Aunque las prácticas cerradas y en general el
uso de la «información privilegiada» puede re-
sultar altamente rentable para algunos pocos,
en realidad la salud de un mercado depende
en el largo plazo de un continuo y confiable flujo
de información. Los planes de desarrollo urba-
no, por ejemplo, durante mucho tiempo fueron
información que se manejaba a discreción de
los servidores públicos o inversionistas cerca-
nos, con lo cual se generaba especulación sobre
el mercado inmobiliario, lo que creaba precios
ajenos a la realidad. Al ser pública dicha infor-
mación, hay más estabilidad en el mercado in-
mobiliario y las personas interesadas en reali-
zar una transacción lo harán conforme a la rea-
lidad del mercado.

En el ámbito político se contribuye a que los
ciudadanos despierten políticamente y se invo-
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lucren de forma más proactiva en las activida-
des gubernamentales. Esto permite que los ciu-
dadanos dejen la pasividad de acudir a las ur-
nas en momentos específicos. Se pretende que
proactivamente participen en el diseño de las
políticas públicas, lo cual eleva el nivel del de-
bate político y permite a las sociedades transi-
tar de una democracia de electores a una de-
mocracia de ciudadanos.

En el ámbito de la administración pública,
la transparencia mejora el proceso de toma de
decisiones y obliga a conducirse con mayor res-
ponsabilidad. Ello genera obvios controles a la
corrupción al hacer más difícil de esconder
acuerdos y acciones ilegales.

El derecho de acceso a la información inclu-
ye el derecho a recibir una explicación y el de-
ber de justificar el ejercicio de poder y de man-
do. Pero la toma de decisiones adquiere una
mayor trascendencia cuando los ciudadanos
pueden pedirle a los servidores públicos que
expliquen sus decisiones. Pueden preguntar
por hechos y también por las razones que die-
ron origen a esos hechos. Este tema no es una
«condición natural» de las organizaciones gu-
bernamentales, como lo dijo el politólogo ita-
liano Giandomenico Majone «las burocracias
no nacen transparentes», mucho menos en tra-
diciones gubernamentales como la mexicana.
Por eso, la transparencia debe elaborarse, cons-
truirse, implementarse cuidadosamente, con
una visión de largo plazo que asuma al mis-
mo tiempo objetivos legales, reglamentarios,
políticos, organizacionales, educativos, cultu-
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rales, dentro y fuera de las instituciones del
Estado.12

Esa ganancia permite que cualquier institu-
ción pública rinda cuentas a la ciudadanía, por
ejemplo, en mayo del 2004, se presentó una so-
licitud de información ante la Secretaría de Re-
laciones Exteriores, donde se preguntaba sobre
las calificaciones obtenidas en el examen de in-
greso al Servicio Exterior y los nombres de aque-
llas personas que aprobaron dicho examen y
que ingresaron al Instituto Marías Romero en
la Ciudad de México. La entidad pública entre-
gó la información una vez que el IFAI intervi-
no, lo importante de esos resultados era tener
conocimiento que su descalificación a dicho
proceso no había sido un acto arbitrario y ga-
rantizar que todos los participantes habían re-
cibido el mismo trato.13

Por otra parte, es necesario delimitar las ac-
ciones de gobierno a la legalidad, especialmen-
te lo relativo a las sanciones de quienes no se
apegan a su deber como servidores públicos.
Lo importante es el aspecto impositivo, el es-
fuerzo por asegurar el cumplimiento con las
normas por medio de la imposición de sancio-
nes, porque los actores que exigen cuentas no
solamente «cuestionan» o ventilan en los me-
dios de comunicación el comportamiento im-
propio de servidores públicos, sino que se pue-
de castigar. Del otro lado de la ecuación, esa
faceta impositiva de la rendición de cuentas
implica que el servidor público no solamente
justifica sus decisiones, sino que también asu-
ma las consecuencias de sus actos.
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Ejercicios de rendición de cuentas que nada
más exponen una conducta inapropiada y sin
castigos, frecuentemente se ven como rutinas
débiles de rendición de cuentas. Peor aún si
camina de la mano con la impunidad, aparece
más como un acto de simulación (uno de los
principales lastres del país) que una restricción
real al poder. La acción de gobierno debe de
estar atado a restricciones legales, pero también
sujeta al escrutinio público. En este sentido, se
establece una relación de diálogo entre los ac-
tores que exigen y los que rinden cuentas. Los
hace hablar a ambos, involucrándolos en un
debate público. El acceso a la información, por
tanto, es opuesta no sólo al ejercicio mudo del
poder sino también a controles mudos y unila-
terales.

4.-De la realpolitik14 a la realtransparencia
La tradición y el protocolo político crea en al-
gunos casos servidores públicos con poca ca-
pacidad de crítica y mueven los tentáculos para
callar cualquier tipo de voz que pueda cuestio-
nar un poco su labor.

Como se dijo anteriormente, un hecho im-
portante redunda en los estados del país, des-
de el 2002 se aprobaron en cascada leyes de ac-
ceso a la información pública, las cuales eran
modas que no contemplaban el avance de país
hacia un estado de derecho y libertad de expre-
sión, con grandes elementos para debatir, cues-
tionar y acatar la ley.

Sucede como la tesis de la hija con que ini-
ciamos el texto: se aprobaron leyes que pensa-



20

ban algunos no se iban a cumplir en su totali-
dad, y de facto resulta que las instituciones lo-
cales y los ciudadanos y algunos muy recono-
cidos gobernantes sí las están siguiendo. Peter
Winkel, miembro de la asociación civil Equipo
Pueblo afirmó recientemente en un taller de
participación ciudadana en la ciudad de To-
rreón, en conjunto con el Instituto de Desarro-
llo Social que los gobiernos estatales no sabían
lo que aprobaban con las leyes de acceso a la
información y ahora intentan revertir esa diná-
mica. Cada uno con métodos propios y buscan-
do arrinconarse en las lagunas que las leyes es-
tatales dejaron.

Uno de los casos más mencionados a nivel
nacional es el del Gobernador de Jalisco, Fran-
cisco Ramírez Acuña (bautizado como «Paco el
opaco»),15 quien está demandado por la Comi-
sión de Transparencia e Información Pública de
Jalisco,16 debido a que no quiso entregar algo
tan básico como su recibo de nómina. En Sina-
loa sucede algo similar porque en las respues-
tas a las solicitudes de información no se entre-
gan documentos oficiales, es decir copias de
facturas o actas, sólo las respuestas generadas
en versiones nuevas.

En Coahuila, los temas significativos han
sido los resultados del proceso de fiscalización
de las auditorias de las cuentas públicas que
son considerados como reservados, y los regla-
mentos municipales de Torreón y Saltillo que
contravienen a la Ley de Acceso y a la Consti-
tución Política del Estado de Coahuila y no dan
acceso al ciudadano.
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Parece que los gobernantes en algunos ca-
sos estudian la experiencia comparada en otros
estados para encontrar las formas legales de no
dar acceso a los ciudadanos. Demasiado inteli-
gente y práctico para ser éticamente redituable.
Estas decisiones públicas las toman personas
que forman parte de estructuras donde interac-
túan varios poderes (ocultos o visibles), los cua-
les se entrecruzan en las relaciones de gober-
nantes y ciudadanos. La compleja forma en la
que se decide incluye tres aspectos:

1. Organizaciones especializadas en influir
a grupos políticos, partidos y ciudadanía.

2. Estas organizaciones acoplan, crean y con-
trolan por medio de estructuras

de inteligencia o ilegalidad.
3. Actúan a través de roles específicos, ya

sea agentes especiales, secretos, aviadores o
«asesores». Todo sistema político se relaciona
con organizaciones y grupos de influencia que
comúnmente se encargan de informar a los
medios de comunicación para promoverse o
mandar mensajes a otros grupos de poder.

Pero también existe el valor de la comunica-
ción oral, en la que no queda registro de por
medio. En sociedades muy represivas la comu-
nicación oral representa la forma más libre para
expresar ideas: es el susurro alejado de inspec-
ciones internas de las organizaciones políticas
y empresariales. Lo preocupante es que no se
deja rastro en papel de la toma de decisiones y
no hay forma de responsabilizarlos directamen-
te por sus acciones.
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Según el abogado y sociólogo alemán Niklas
Luhmann estos vientos de información «exigen
capacidad de leer entre líneas». Javier Torres
Nafarrete, investigador experto en el pensa-
miento del germano afirma que las personas
que toman las decisiones que afectan a otros
son un poder que domina al público afectado.17

Con la transición democrática y la pérdida de
las elecciones del grupo en el poder, se comien-
za a vivir en el país desde hace seis años una
dinámica de poder estatal mucho más amplia:
la feudalización del país, donde a falta de un
controlador de la Presidencia de la República y
la Secretaría de Gobernación los gobernadores
son virreyes y presidentes municipales que ac-
túan como marqueses.

Pero a su llegada al poder se encuentran con
un país en franco desarrollo de las libertades
personales, con una lista de instituciones de
gobierno y de la sociedad civil creadas en los
últimos quince años:

1. Defensa de los consumidores
2. Apoyo integral a las familias
3. Apoyo y defensa de los niños
4. Defensa del voto libre y secreto
5. Defensa de los derechos humanos
6. Defensa de las mujeres y la violencia intra-
familiar
7. Defensa del medio ambiente
8. Derechos de los adultos mayores
9. Derechos de los indígenas
10. Defensa de los usuarios de servicios finan-
cieros
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11. Consejos de población, geografía e infor-
mática.
12. Combate a la discriminación
13. Derecho a la información
14. Derechos médicos (a través de la recien-
temente creada la Comisión de Arbitraje Mé-
dico)18

Estas instituciones han avanzado mucho en
dar aliento al ciudadano en todos los rubros
mencionados, pero aún no logran consolidarse
como reales contrapesos y como interlocutores
de las personas, ya que la mayoría carece de
autonomía constitucional, y algunos son con-
trolados por la clase gobernante, y otras veces
se ven imposibilitadas por falta de regulación
en la materia.19

No son sólo instituciones que se vean a sí
mismas como defensoras de los derechos hu-
manos en general, sino que tutelan derechos
específicos. Es la base del estado moderno que
hoy se consolida en México, pero no se refleja
en la mejora del deterioro social, como lo mos-
tró recientemente en la Encuesta Nacional de
Ocupación y Empleo del INEGI al primer tri-
mestre de 2006 donde se afirma que Coahuila
ocupa el primer lugar nacional en desempleo,
con una tasa del 5.89 por ciento, es decir, de un
millón 763 personas económicamente activas,
58 mil 894 se encuentran sin trabajo. 20

Hace falta más sociedad civil, en eso coinci-
den los libros más recientes de Federico Reyes
Heroles, José Fernández Santillán o Juan Fran-
cisco Escobedo y otros pensadores mexicanos
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lo valoran como prioridad. Desde su perspecti-
va histórica, sociedad civil se entiende como
sociedad civilizada que en etapas sucesivas
abandonó la condición primitiva, es decir, sur-
gió en la lucha entre los pueblos que, en su afán
por sobrevivir, trataron de no quedarse en el
atraso.21

La sociedad civil marca las contradicciones
de la clase gobernante, pero mediante la conci-
liación. Aunque muchas veces, esta clase no está
acostumbrada a la crítica a la vieja usanza to-
man las propuestas como afrentas personales,
como intereses partidistas o simplemente como
desafío a su autoridad.22

Ese cambio de reglas de la relación entre
estado y gobierno es la diferencia y se le difi-
culta entenderlo así a muchos funcionarios pú-
blicos porque las políticas de transparencia pro-
pician la posibilidad de que el ciudadano co-
mún pueda pedir información al gobierno, «sin
palancas» y que éste se la proporcione «sin
moche». Los servidores públicos empiezan a
cambiar su actitud al saber que el correo elec-
trónico, el documento o el gasto aprobado lo
puede solicitar cualquier persona y de manera
sencilla.

5.-Necesidades de acceso, clave para el buen
gobierno
Un buen gobierno es aquel que satisface las
necesidades básicas de las personas. En este
orden de ideas, el derecho de acceso a la infor-
mación pública adquiere mayor importancia
dado que los países de Americana Latina cons-
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tatamos que la «democracia electoral» en sí
misma no era capaz de resolver los problemas
de corrupción y clientelismo en las nuevas de-
mocracias.23 Aunado a esto, se reconoce que los
Estados, aislados, no pueden solucionar todos
los problemas de la sociedad, por lo que se vuel-
ve necesario abrir nuevos espacios para la par-
ticipación ciudadana, es decir, se reconoce la
corresponsabilidad entre gobierno y sociedad
para atender problemas que van desde la po-
breza y la inseguridad pública, hasta contami-
nación o aprovechamiento irracional de los re-
cursos naturales.

Esta participación debe ser real y estar orien-
tada a aportar visiones nuevas. Muchas de las
peores crisis gubernamentales se hubieran po-
dido evitar con conocimiento del público y con
un debate cabal y abierto. Si existe transparen-
cia, aparecen de inmediato los rumbos alterna-
tivos: el cuestionamiento, apego a la ley y, so-
bre todo, un mayor cuidado de lo que el go-
bierno dice y hace. El secreto da rienda suelta a
los intereses ilegítimos, sirve para ocultar erro-
res e incluso, cuando no hay qué temer, el se-
creto produce una sospecha que marchita la
credibilidad y el sustento de sus acciones.

Para garantizar que esta participación sea
real y eficaz se necesita la información, de ahí
que el acceso sea un requisito indispensable
para participar en la toma de decisiones. La efi-
ciencia de la participación ciudadana está con-
dicionada directamente a la información con
que se cuente, pero la desinformación y la in-
formación inexacta afectan la calidad de parti-
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cipación pública. Aunque la sola existencia de
herramientas para el control ciudadano es sufi-
ciente, resulta necesario el acceso a información
que permita elegir el instrumento más adecua-
do para la problemática que lo afecta o preocu-
pa. Es un derecho clasificado como intermedio
porque permite alcanzar otros derechos. Sólo
si los ciudadanos cuentan con acceso a la infor-
mación en resguardo del gobierno, es que po-
demos hablar de ciudadanos plenamente infor-
mados y listos a ejercer su derecho a participar
como ciudadanos democráticos.

Por ejemplo, en el año 2001 se pretendía rea-
lizar una termoeléctrica para proveer de ener-
gía al grupo Peñoles y a Cementos Mexicanos
en la ciudad de Tamuín, San Luís Potosí, un
proyecto con una inversión de 180 millones de
pesos. Pero ante la inconformidad de la asocia-
ción ganadera de la región se inició una deman-
da judicial, interpuesta con información obte-
nida a través de un capitulado de acceso a la
información en la Ley General del Equilibrio
Ecológico y Protección al Ambiente, para que
no se llevara a cabo el proyecto. Aunque los
proyectos se realizaron, los desarrolladores ge-
neraron beneficios a la comunidad como pavi-
mentación y recursos para escuelas, entre otros.

6.-Un facial a las formas de democracia
La mirada general de la democracia mexicana
y sus mutaciones requiere explicaciones y ra-
zonamientos un poco más elaborados que una
visión local. Es importante repensar la forma
en que se gobierna y se ejerce el poder.
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Democracia y transparencia son dos elemen-
tos que han estado de la mano en sociedades
avanzadas, es decir, sociedades y formas de
gobernar de hace muchos años, aún antes de la
primera ley de acceso promulgada en 1776 en
Suecia.24 Desde la Ilustración el tema de la trans-
parencia o situaciones similares de creación de
espacios públicos fue referente para dotar de
credibilidad a los tiranos, reyes y jefes de esta-
dos, y el oscurantismo de los sacerdotes.25 Se-
gún Guerrero Gutiérrez, Kant fue quizá el pri-
mer pensador en resaltar la profunda relación
que existe entre la ética y la transparencia, ya
que formuló la siguiente máxima moral: toda
acción relativa al derecho de otros es contraria
al derecho y a la ley si su máxima no permite
publicidad.26

Desde la visión ateniense, la democracia se
ha interpretado como «poder del pueblo» y el
liberalismo europeo de siglo XVIII dio origen
al concepto de «igualdad jurídica».27 Hace 100
años Carlos Marx rebatió a esos liberales dicien-
do que la «igualdad jurídica» no es igualdad
real porque no todos los individuos se encuen-
tran en condiciones de exigir sus derechos, y
quien no satisface las necesidades básicas no es
igualmente libre. Este es el fundamento de la
famosa idea de democracia social del siglo XIX.

Para inicios del siglo XX llegó la democra-
cia moderna con la creación de instituciones que
garantizaran la viabilidad del Estado, y para la
segunda mitad de esa centuria, instituciones ba-
sadas en las garantías individuales implicaron la
profesionalización de aquellas instituciones.
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Desde hace 15 años se crearon en México ins-
tituciones autónomas y ciudadanizadas con el
objetivo de fortalecer la democracia y sus proce-
dimientos administrativos. En este sentido, la
publicidad (desde el punto de vista de espacios
públicos y no de promoción comercial), será in-
dispensable para el fortalecimiento de las insti-
tuciones. La vigencia y el impulso del derecho a
la información buscan superar la idea de que es
un derecho que nos otorga el Estado a través de
la ley, o para resolver necesidades urgentes.

Por eso la importancia de la adopción de un
concepto integral de derecho a la información
en la Constitución Federal, eso implica asegurar
y ampliar la protección con la que cuenta por
naturaleza el ser humano al margen del sistema
de concesiones y seguridad que ofrece el poder
público. 28 Es un tema de relevancia. El pasado
mes de marzo de 2006 los gobernadores de Zaca-
tecas y Chihuahua promovieron el tema de la
reforma de la Constitución Federal en materia
de transparencia. Todos los miembros de la Con-
ferencia Nacional de Gobernadores reconocie-
ron la importancia de impulsar transformacio-
nes y políticas orientadas a la transparencia, fis-
calización y la rendición de cuentas en los ámbi-
tos de gobierno, particularmente establecer con
mayor claridad las facultades que competen a
cada orden de gobierno.29

A continuación, una descripción, según va-
rias visiones, de las principales tipos de várices
de la democracia mexicana.

1.- Calidad del ejercicio de la democracia:
Cualquier poder de la sociedad debe estar so-
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metido a la norma jurídica y la rendición de
cuentas. La lucha por el voto libre y secreto aho-
ra se traslada a la forma en que se gobierna, no
cómo se llega al gobierno.

2.- El antídoto de los acuerdos básicos: En
los últimos años se ha hablado de acuerdos
políticos, pero no todos fueron democráticos y
parciales. Se busca un régimen de gobierno para
crear condiciones democráticas de viabilidad
política, económica y social, un diseño institu-
cional que evite la impunidad mediante el equi-
librio de poderes, y la tan mencionada reforma
del Estado.

3.-Instituciones fuertes: Se requieren meca-
nismos e instituciones que ayuden a garantizar
a los mexicanos el pleno ejercicio de sus dere-
chos económicos, sociales y políticos. La cons-
trucción democrática de instituciones autóno-
mas, confiables y valoradas por la clase políti-
ca como un sano contrapeso y por la sociedad
como un instrumento para profesionalizar las
movilizaciones sociales.

4.-Economía y globalización: La globaliza-
ción está integrando la economía, la cultura y
la gobernabilidad, pero está fragmentando las
sociedades. La sana consolidación democráti-
ca es el único camino para mitigar los aspectos
más nocivos de la acelerada globalización de
los mercados. 30

5.-Nuevo pacto social: Debe incluir justicia
distributiva, respeto al voto, a los derechos hu-
manos y al derecho a la información, y en ge-
neral las garantías individuales de las perso-
nas y sus necesidades básicas. La desigual distri-
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bución de los derechos económicos y sociales cons-
tituye el principal freno al pleno ejercicio de los
derechos civiles y políticos31. Tres ámbitos genera-
les se deben replantear: satisfacción de las deman-
das sociales, redefinición y fortalecimiento de las
instituciones, reglas claras del ámbito político.

6.-Participación ciudadana: La sociedad ci-
vil debe romper ese complejo de inferioridad
hacia los gobernantes. Un nuevo pacto de acuer-
dos con base a las demandas ciudadanas reha-
bilitará la política y abrirá institucionalmente
espacios de participación. Así lo ha afirmado
Lemaresquier: con una sociedad civil como con-
ductora responsable de su plan de vida y no
sólo como objeto de las políticas públicas.

7.-Responsabilidad empresarial: El mundo
de las empresas y organizaciones no puede
mantenerse al margen de las problemáticas glo-
bales. Todos tenemos una responsabilidad, y
todos podemos aportar, si queremos avanzar
hacia un mundo más justo y libre. El pasado
mes de junio del 2005, Naciones Unidas pre-
sentó el Pacto Mundial en México, un documen-
to que aborda áreas críticas para la convivencia
global, como son los derechos humanos, labo-
rales, el medio ambiente y la lucha contra la
corrupción. El Pacto Mundial en México fun-
ciona, justamente, como fuente entre el mundo
empresarial y las preocupaciones globales.32

8.-Diálogo crítico: mejoras tangibles a las per-
sonas
Para que la discusión sustituya al silencio y la
presión de grupos ajenos a los controles lega-
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les, es imprescindible valorar los espacios pú-
blicos. El acceso a la información permite ese
diálogo crítico, porque al responder en papel y
con documentos a las solicitudes de informa-
ción se generan hechos y evidencia. Es decir,
están inmersos en el terrero de debates públi-
cos, espacios antes privilegiados para los me-
dios de comunicación.

Además, la sociedad se entera tarde o tem-
prano de las acciones de sus gobernantes, aun-
que no salga en los medios de comunicación, y
se genera esa várice del desencanto llamada «no
pasa nada», «todo sigue igual», «no te van a
dejar», «ya están actuando para desacreditar-
te». Aún, como válvulas de escape, la crítica
siempre será un rasgo indispensable en toda
democracia.

Según José Fernández Santillán es el espa-
cio donde los individuos pueden comunicarse
entre sí, (aún sin conocerse)33 intercambiar pun-
tos de vista pare configurar, entre todos una
opinión conjuntamente diseñada, no con el con-
senso donde poco se aprende, sino con la sana
discusión, la razón crítica: la opinión pública.
34Es decir, emprender discusiones públicas so-
bre los diversos ámbitos de la sociedad, la fa-
mosa práctica discursiva que cumple a la vez
una labor educativa y de crítica frente al poder.

En este sentido los ciudadanos deben prote-
ger a las instituciones que han forjado y exigir
cuentas por igual, promover la profesionaliza-
ción del servicio público para evitar que afecte
la curva del aprendizaje cada que llega nuevo
gobierno y son reacomodadas las piezas de la
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clase gobernante y en algunos casos puestos
operativos clave.

No basta sólo con la autoridad moral que
adquieren los organismos públicos, es necesa-
rio que las resoluciones de las instituciones de
transparencia, además de su carácter vinculan-
te, tengan la garantía de la entrega de la infor-
mación completa al ciudadano que la pidió. Por
ello, para Álvarez Icaza una democracia plena
es la que cuenta con conductas ciudadanas con-
tinuas e incesantes para salvaguardar gobier-
nos plurales, el uso regular y sistemático de los
mecanismos de toma de decisiones y el cons-
tante acceso a la información pública.

Una cualidad de la Ley de Acceso a la Infor-
mación Pública de Coahuila es que salvaguar-
da este derecho siempre desde la perspectiva
del ciudadano que pregunta, y no de la autori-
dad que responde. Es decir, no hay límite para
tener acceso a la información, el proceso y la
respuesta termina en la voluntad del ciudada-
no, o sea en la satisfacción con la forma en que
lo han tratado. Por ello podemos afirmar que el
derecho a la información va mucho más allá del
derecho administrativo.

En las reuniones recientes de la Conferencia
Mexicana para el Acceso a la Información Pú-
blica (COMAIP), la organización que alberga a
la mayoría de los institutos de transparencia del
país, ha costado mucho a los órganos estatales
de transparencia ganar terreno y autoridad ante
las prácticas oscuras mesiánicas y comunes de
algunos  servidores públicos. La constante ha
sido voluntad al cambio, pero uno de los prin-
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cipales acertijos fue el tomar conciencia de la
importancia de difundir el derecho a la infor-
mación y la cultura de transparencia, como uno
de los principios básicos de las leyes de acceso.
La naturaleza de las nuevas instituciones es
aceptar que el bastón de mando lo ejercen to-
dos los actores de la sociedad, y por ello una de
las medidas más importantes es la promoción
a través de campañas de publicidad en medios
masivos y por medios alternativos de difusión
para generar una visión positiva y optimista del
tema y cambiar la percepción pública.

Aún así, las noticias de los medios de comu-
nicación y muchos de los comentarios que se
reciben tienen un carácter negativo, en el senti-
do de que las entidades públicas no cumplen,
que no acatan las resoluciones de los organis-
mos, de que se salieron con la suya, aunque los
traían en la mira. Los académicos Canto, Gar-
cía y Pastor dicen que cualquiera que haya par-
ticipado en una lucha reivindicativa sabe que
el derecho no asegura el éxito pero sí permite
calcular hasta dónde éste es posible.35 A un año
y medio de gozar con el derecho a la informa-
ción en Coahuila, se han dado pasos lentos, pero
agigantados como dice el poeta chileno Pablo
Neruda. Sin ejemplos claros y paradigmáticos
poco se podría hablar de la funcionalidad so-
cial del tema, son formas de construir un mun-
do más justo.

Gracias al acceso a la información los ciuda-
danos acceden hoy a datos que antes ignora-
ban, por ejemplo las evaluaciones de los plan-
teles educativos están ahora a la vista, lo mis-
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mo ocurre con los estudios de calidad del agua
en Saltillo, donde se discuten cuestiones que ata-
ñen a todos los habitantes del municipio.

Uno de los casos más importantes es el de
un grupo de ciudadanos que denunciaron a la
empresa telefónica Nextel por haber construi-
do y comenzado a operar sin permiso dos ante-
nas telefónicas en Saltillo y gracias a solicitu-
des de información y al Tribunal Superior de
Justicia del Estado, lograron que se quitara del
lugar el pasado mes de mayo, más de seis me-
ses después.36

Otros ejemplos interesantes a nivel interna-
cional son las instituciones creadas en el tema
de la mejor gobernanza de los servidores públi-
cos como el Instituto Internacional para el Me-
dio Ambiente y Desarrollo (International Insti-
tute of Environment and Development), con
sede en Londres, quienes en coordinación con
Winrock Internacional India formaron un ex-
cepcional documento llamado «Accediendo a
la Información Pública (AIP)».37

En el contexto de la India, el juego de herra-
mientas «Accediendo a Información Pública»
es una serie de enfoques, métodos y estrategias
que pueden ser usadas para acceder a informa-
ción, y son muy adaptables a México.

Está dirigido a grupos de la sociedad civil y
al utilizar estas herramientas se busca mejorar
la transparencia y responsabilidad de las agen-
cias de gobierno y por lo tanto, beneficiará a
grupos marginados tales como trabajadores,
agricultores indígenas y habitantes de barrios
marginados.
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El documento parte de la base de que la
transparencia ayuda a la gente a saber qué es-
tán haciendo los servidores públicos, eso gene-
ra una responsabilidad en cuanto a sus accio-
nes. Por lo tanto las personas se involucran en
la toma de decisiones que les afectan y mejoran
sus medios de vida.

Entre los principales ejemplos de ese traba-
jo, se abordan temas relacionados con la obten-
ción de salarios justos, asegurar derechos a la
tierra, salvaguardar la salud de los pobres, sal-
vaguardar el medio ambiente, compensación y
rehabilitación de trabajadores con grandes em-
presas, seguridad alimenticia, seguridad agrí-
cola, y la corrupción en trabajos públicos.

Uno de los puntos básicos es relacionarse
con grupos sociales que buscan estos mismos
intereses, pero su metodología resulta intere-
sante por el agregado de «Comprometer el pro-
ceso de acceso a la información al ciudadano».
Lo que se busque es utilizar la información para
lograr el cambio deseado. Es decir, una vez que
se identifica la problemática, es una etapa que
involucra los siguientes pasos:

1. Identificación de la información exacta
que se necesita

2. Identificación de la fuente de información,
así como los detalles del contacto

3. Esbozar las preguntas para obtener la in-
formación requerida. Dada que las preguntas
vagas o generales son menos efectivas, es im-
portante ser específico cuando se pide infor-
mación.
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Un ejemplo muy significativo en la India
fueron las solicitudes masivas realizadas en
agosto de 2003, donde más de 150 ciudadanos
preguntaron sobre los registros de racionamien-
to del Sistema de Distribución Pública en Del-
hi. Esto ejerció una presión considerable sobre
el Departamento de Alimentos y Abastecimien-
to Civil. El llenado masivo de solicitudes actuó
como un freno a la corrupción y produjo un
cambio de actitud considerable en los oficiales
cuando supieron que la gente había comenza-
do a vigilarlos.38

Otro ejemplo del mismo documento mues-
tra cómo en enero de 2003, se realizaba un tra-
bajo de tendido de alcantarillado en la cuadra
M. de Sundernagari. Sin embargo, la gente ob-
servó que se estaba usando un material por
debajo del estándar. Ellos paralizaron el traba-
jo y solicitaron una copia del contrato, de ma-
nera de que el trabajo pudiera hacerse bajo su
supervisión.

Otra de las grandes aportaciones fue la idea
de las «auditorias sociales», un término que se
usa para el monitoreo de trabajos públicos por
los miembros de la comunidad local. La forma
de llevarla a cabo es a través de las «audiencias
públicas», cuyo objetivo es proveer una plata-
forma para que la gente haga escuchar sus pre-
ocupaciones y busque responsabilidad por par-
te del gobierno.

Si bien el propósito de la audiencia pública
es fijar responsabilidades, es un método no con-
frontacional, explican. Durante la audiencia el
facilitador lee los documentos, la gente provee
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un testimonio verbal y a las autoridades públi-
cas se les permite clarificar y defenderse a sí
mismas. Al final de la audiencia, el panel da
sus conclusiones sobre la base de los procedi-
mientos de la audiencia.

Con esa lógica se realizó en noviembre del
2003 una «Auditoria sobre Implementación de
Políticas del Acta sobre Derecho a la Informa-
ción de Karnataka». Con 35 voluntarios en un
taller enviaron 100 solicitudes de información
a 20 autoridades públicas y se reunieron men-
sualmente para compartir experiencias y para
decidir sobre una estrategia futura, así como
para revisar el enfoque de la auditoria, toda vez
que fuese necesario. En abril de 2003, se compi-
laron los resultados y observaciones fueron gra-
duadas en una escala que variaba desde lo sen-
sible hasta lo absolutamente insensible.

Un mes después se organizó una audiencia
pública para presentar la retroalimentación ge-
nerada por la ciudadanía con el fin de permitir
que la administración respondiera y para iden-
tificar formas para fortalecer la implementación.
En la audiencia participaron personas claves de
las autoridades públicas. Este proceso resultó
en una implementación del Acta de Derecho a
la Información de Karnataka en la ciudad de
Bangalore.



38

Notas

1 Seminario Internacional sobre Acuerdos Básicos para la
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